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Durante la última década, se han desarrollado en Argentina numerosas 
políticas orientadas a promover la “articulación productiva” mediante el 
incremento de la cooperación entre fi rmas. Este artículo realiza un me-
ta-análisis de su diseño y ejecución a partir de seis programas nacionales 
y provinciales implementados en la provincia de Córdoba. Se consideran 
para ello cuatro dimensiones: la consistencia entre los principios teóricos 
y el diseño; los niveles de complejidad de las estructuras promovidas; su 
escala y cobertura terriorial y sus mecanismos de gobernanza.
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A

During the last decade, diff erent policies have been developed in Argentina 
aimed at promoting "productive articulation" by increasing cooperation 
between fi rms. This article performs a meta-analysis of its design and 
execution from six national and provincial programs implemented in the 
province of Córdoba. Four dimensions are considered for this: consistency 
between theoretical principles and design; the levels of complexity of the 
promoted structures; its scale and territorial coverage and its governance 
mechanisms.

Keywords: micro and small enterprises, public policy, territorial develop-
ment, governance.
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I. I . P   A  P  
 D  T

En las últimas décadas, promovidos por diversos organismos nacio-
nales e  internacionales (entre ellos BID, ONUDI, OIT), se han desarrollado 
en América Latina numerosas políticas y programas orientados a incentivar 
la articulación productiva mediante el incremento de la cooperación entre 
empresas y el crecimiento del capital social.

El auge de estas iniciativas coincide con el crecimiento de la “comu-
nidad epistémica” que recogió los aprendizajes post-marshallianos de las 
experiencias exitosas del norte italiano y de otros procesos de aglomeración 
(Porter, 1998; Beccattini, 2002), de corrientes teóricas sistémicas y de la 
emergencia de un ciclo de políticas post-neoliberales de tipo estructuralista 
en toda la región (Goldstein y Kulfas, 2011). Al menos en la teoría, mientras 
los programas precedentes tenían por destinatarios a las fi rmas, estas po-
líticas se dirigieron a confi guraciones inter-organizacionales conformando 
estructuras o sistemas (Sztulwark, 2010).
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No son pocos los autores que señalan que estas políticas de apoyo a 
las micro, pequeñas y medianas empresas (MiPyMES) constituyen la mayor 
novedad de las políticas del siglo XXI en América Latina (Ferraro y Stum-
po, 2010), y que el sector público ha jugado un papel central en la promo-
ción y fi nanciamiento de estos procesos de articulación. Entre los casos más 
conocidos se pueden mencionar la experiencia de los Arranjos Produtivos 
Locais (APL) en Brasil, el Programa de Competitividad de Conglomerados 
y Cadenas Productivas (PACC) de Uruguay o los Programas Territoriales 
Integrados (PTI) en Chile.

Argentina no ha sido una excepción a esta tendencia, ya que las pri-
meras políticas y programas de estas características comenzaron a elaborar-
se a fi nes de la década de 1990 pero se multiplicaron particularmente a partir 
de los gobiernos posteriores al año 2001 y continúan hasta la actualidad, 
abarcando los distintos niveles del Estado (nacional, provincial, municipal), 
diferentes ámbitos geográfi cos (rurales y urbanos) y sectores de actividad 
(dinámicos y de subsistencia). Una particularidad de los programas argen-
tinos es que en su mayoría han asociado el fomento de la articulación entre 
fi rmas a la promoción del “desarrollo territorial” incorporando conceptos, 
objetivos y actividades en esta línea. 

El período que ha transcurrido desde la generalización de estas polí-
ticas, que abarca prácticamente lo que va de este siglo, constituye un tiempo 
sufi cientemente considerable para analizar integralmente su desarrollo y sus 
resultados, a fi n de realizar un balance y extraer aprendizajes que puedan 
ser retomados por futuras intervenciones. En este sentido, ha habido algu-
nos antecedentes, entre los que se destacan los estudios de Dini, Ferraro 
y Gasaly (2007), ,Ferraro y Stumpo (2010) y Pietrobelli et al, (2016). La 
mayoría coinciden en señalar que estas políticas representaron un avance 
respecto a sus antecesoras, pero que aún se encontraban en una etapa pilo-
to y que no había información sufi ciente para evaluar su impacto (Ferraro, 
2010; Ferraro y Stumpo, 2010; Dini y Stumpo, 2011). Precisamente esta 
falta de resultados concluyentes (Ferraro, 2010), sumada a la complejidad 
de su ejecución conspiraron contra las posibilidades de que estas políticas 
se generalizaran. 

El presente artículo resume parte de un estudio efectuado sobre un 
conjunto de seis programas nacionales y provinciales ejecutados a partir 
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del año 2003 en la provincia de Córdoba (Argentina) con el objeto de com-
prender en qué medida el diseño, la ejecución y los resultados de estos 
programas ha sido coherentes con sus supuestos teóricos y cuáles han sido 
sus principales logros y sus limitaciones.

Para responder a estas preguntas se presentarán en primer lugar algu-
nos aspectos conceptuales básicos relacionados con la forma en que la “co-
munidad epistémica” ha infl uido en el diseño de estas políticas y las cuatro 
dimensiones que podemos considerar como críticas a la hora de analizar los 
resultados de una política de articulación productiva. Estas dimensiones son 
la consistencia del diseño lógico respecto de sus supuestos conceptuales, 
la complejidad de las estructuras de cooperación promovidas, su alcance 
territorial y cobertura, sus mecanismos de gobernanza y la participación 
local. En la segunda parte, se presentarán brevemente los diversos progra-
mas y se analizarán las cuatro dimensiones escogidas, utilizando para esto 
información secundaria y los resultados de indagaciones cualitativas rea-
lizadas con actores clave que han participado de las políticas en diversas 
etapas, niveles y funciones.

El propósito de este artículo es refl ejar los aspectos críticos con los 
que se han encontrado estos programas y sistematizar algunos de los apren-
dizajes que surgen de su gestión, muchos de los cuales se refl ejan en las 
diferentes modifi caciones y adaptaciones que han sufrido para mejorar sus 
resultados y perfeccionar su ajuste a las diversas realidades territoriales. El 
hecho de que cinco de estos programas tengan alcance nacional, no permite 
estrictamente generalizar los resultados observados en la provincia de Cór-
doba, pero abre la posibilidad de futuros estudios que puedan  comparar y 
contrastar lo que aquí se presenta.

II. C  E , P   P   A -
 P

El surgimiento y el despliegue de estrategias de política pública 
orientadas al desarrollo de las MyPEs en las que coinciden el fomento de la 
articulación productiva, la cooperación interorganizacional y el desarrollo 
territorial  no podría comprenderse sin el crecimiento y consolidación de 
una “comunidad epistémica” que fue tomando protagonismo paulatinamen-
te en el país y en la Región en las últimas dos décadas.

R   E   E  | V . LV| N° 1| 2017 | . 69-110 | ISSN 0034-8066 | e-ISSN 2451-7321

M , E , M , O



Según la defi nición de Haas las “comunidades epistémicas” están 
compuestas “por profesionales (por lo general provenientes de diversas 
disciplinas) que comparten el compromiso con un modelo causal común 
y un conjunto común de valores políticos. Los une la convicción de la 
veracidad de su modelo y el compromiso de traducir dicha veracidad en 
políticas públicas” (citado en Parsons, 2007: 404).  En este caso, se trata 
de una comunidad de gran expansión que destaca la relevancia y el rol de 
las relaciones de cooperación y el territorio en el diseño de estrategias para 
las MyPEs (Alburquerque, 2001; Arroyo, 2008; Madoery, 2008; Esser et. 
al, 1996; Boisier, 2001) a la que se suman las presiones “isomórfi cas” que 
provienen de la infl uencia directa de organismos multilaterales que habi-
tualmente fi nancian estos programas (BID, Banco Mundial) o incluso de la 
imitación de las “buenas prácticas” locales e internacionales a las que en no 
pocos casos se busca extrapolar de manera acrítica (Fernández et al., 2008). 
Los procesos de decisión durante la fase de diseño de las políticas, que ha-
bitualmente incluyen a más de una institución y a distintos profesionales, 
culminan así en formulaciones que heredan la complejidad de este proceso 
de negociación y en muchos casos sus contradicciones.

La expansión de esta comunidad epistémica podría explicarse, entre 
otras razones por el fenómeno de regionalización y descentralización que 
acompañó a la globalización económica y el auge de la producción académi-
ca sobre el tema en las últimas décadas. A ello se ha sumado especialmente 
la crisis del modelo del “Estado Neoliberal” a fi nes de la década de 1990, 
dejando un espacio conceptual vacío en numerosos ámbitos relacionados 
con el diseño de políticas.

Esta comunidad ha venido reproduciendo y reconstruyendo su propio 
paradigma, un modelo conformado por enunciados teóricos y prácticos más 
o menos coherentes entre sí, que cumplen la función de supuestos tanto en el 
diseño como en la ejecución de los programas. Este paradigma puede ser de-
nominado como post-neoliberal en la medida que representa una alternativa 
al paradigma dominante en la década precedente, aunque por cierto ambos 
no se presentan en la realidad de manera pura sino con diversas variantes y 
combinaciones que pueden llegar a resultados no exentos de eclecticismo.

Las políticas asociadas al período neoliberal también compartían un 
paradigma, cuyos supuestos fundamentales se articulaban en general con los 
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fundamentos de la teoría económica neoclásica (una antropología económi-
co-racionalista, mercados autorregulados, una visión “modernizante” de la 
empresa, entre otras). En el campo de las políticas industriales éstas solían 
justifi carse por el desarrollo de mercados y la corrección de sus “fallas”, foca-
lizándose en la competitividad de las fi rmas individuales (BID,2001; McVay, 
2000). Probablemente el supuesto normativo fundamental que subyace a este 
modelo es que si el Estado y las instituciones sociales aseguraban ciertas 
condiciones y reglas de juego equitativas en el mercado, todos los actores 
(aún los informales) tendrían similares posibilidades de mejorar su posición 
competitiva mediante la capacitación, la asistencia técnica o del crédito. 

Por contrapartida, a partir del año 2003, las políticas en Argentina 
buscan su fundamento en un paradigma en construcción constituido por un 
conjunto de teorías y prácticas vinculadas a modelos de desarrollo de tipo 
estructuralista (Goldstein y Kulfas, 2011) cuyo objeto sería modifi car es-
tructuras productivas y desarrollar políticas segmentadas tanto en las fi rmas 
con mayor potencial tecnológico como en los sectores con mayor vulnera-
bilidad teniendo por destinatarios a las estructuras y sistemas (Magnano et 
al, 2011a; Sztulwark, 2010). A diferencia del paradigma neoliberal que luce 
sistemático y completo, el paradigma post-neoliberal aparece como un con-
junto de teorías alternativas –más o menos heterodoxas- que incluyen entre 
otras a enfoques evolucionistas e institucionalistas, las teorías del desarrollo 
territorial o a la perspectiva crítica de la economía social (Coraggio, 1998; 
2001). Su coherencia radica en su adhesión a supuestos que se oponen a los 
del paradigma neoliberal: no se ve a la MiPyme como una forma atrasada 
de la organización empresarial sino como un fenómeno cualitativamente di-
ferente, que requiere de estrategias específi cas para promover su desarrollo; 
se propician así prácticas participativas (“horizontales”), y locales (botton 
–up), a partir de valorar la reciprocidad, la solidaridad y la cooperación. 

Estos supuestos las acercan a los principios de las teorías de “de-
sarrollo local” (Alburquerque y Dini, 2008; Coraggio,2001; Boisier, 2001 
Buarque, 1999; Vazquez Barquero, 2007; Silva Lira, 2005) o “desarrollo 
endógeno” (Becattini, 2002) que comparten la idea de que existen diferentes 
sendas de crecimiento en función de los recursos y capacidades territoriales.

Para este paradigma, la unidad básica de análisis y de acción no pue-
de ser por tanto la empresa sino el “nivel meso” (el territorio o las diversas 
estructuras en las que se articulan las fi rmas) (Meyer-Stamer, 2008), pero 
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también –en el caso de las microempresas- la unidad doméstica, con sus 
emprendimientos y extensiones sociales, en sus múltiples formas siendo el 
hogar -y no el individuo- la unidad de sentido, de análisis y agregación 
económica y sociopolítica, en el proceso de la construcción de alternativas 
colectivas. 

Es interesante señalar que desde ambos paradigmas de política se ha 
propiciado la cooperación o la “asociatividad”, ya sea de trabajadores o de 
empresas para generar cadenas productivas, redes o clusters territoriales. No 
obstante, mientras para el paradigma neoliberal, el fomento de la coopera-
ción es sólo un medio para aumentar las “economías de escala” cuando no 
directamente un método para minimizar las inversiones de los programas; 
para el paradigma post-neoliberal la generación de procesos asociativos o el 
fomento del “capital social” es un fi n en sí mismo, tanto o más importante 
que los resultados económicos.

A partir de los supuestos de la comunidad epistémica post-neoliberal 
que subyacen a estas políticas y de un estudio de sus estrategias delibera-
das y emergentes (Mintzberg y Jorgensen, 1995), se han seleccionado aquí 
cuatro dimensiones de análisis que a priori aparecen como críticas si se 
pretende realizar un balance de su potencial y sus principales limitaciones. 

El diseño lógico de los programas y su consistencia respecto a las 
teorías que subyacen al paradigma post-neoliberal que los han sustentado,en 
particular respecto a la defi nición de sus objetivos, destinatarios y el rol 
asignado a la cooperación interorganizacional.

La complejidad de las estructuras de cooperación promovidas, ana-
lizando el modo en el cual se conciben las interacciones y vínculos entre 
las fi rmas en el nivel territorial, su morfología y su funcionamiento y de 
qué modo las políticas cooperan con su construcción o fortalecimiento. Se 
analiza así las formas básicas que promueven la articulación horizontal en 
grupos, aglomeraciones o distritos (Porter, 1998; Becattini, 2002), la inte-
gración vertical en cadenas y complejos productivos (Mitnik y Magnano, 
2011a; Prochnik, 1998) o la mejora de la sinergia entre sistemas y redes 
territoriales (Naclerio, 2010; Martínez Fernandez, 2001).

El alcance territorial y la cobertura de los programas, se relacio-
na con su capacidad para avanzar desde un nivel “micro” (las fi rmas, las 
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personas) al “meso-nivel”, creando o fortaleciendo activos territoriales. Se 
vincula además con el volumen de recursos invertidos, para generar cam-
bios en esa escala. 

La gobernanza y la participación local analiza de qué modo se 
coordinan las acciones político-sociales (Mayntz, 1998), propiciando la 
participación activa de los actores locales, incluyendo modos no jerárquicos 
de coordinación y de decisión que surgen “de abajo hacia arriba” (Rhodes, 
1997; Stoker, 1998; Rofman, 2007).

III. S  P   A  P  

El presente estudio podría incluirse dentro de la literatura reciente que 
ha tenido por objetivo sistematizar los resultados y los procesos de diversas 
políticas públicas en lo que podríamos denominar como un meta-análisis. 
Los principales obstáculos que enfrentan estos estudios son metodológicos: 
la necesidad de contar con una cantidad y calidad de evaluaciones adecuada 
para justifi car las inferencias, la homogeneidad en la construcción de varia-
bles e indicadores, entre otros aspectos.1

Si bien existen documentos que dan cuenta parcialmente de resul-
tados económicos positivos de estas políticas, al no existir evaluaciones 
de impacto (en sentido estricto) de ninguna de los programas analizados, 
el modelo de análisis utilizado aquí podría denominarse como una síntesis 
interpretativa, en la medida que se sistematizan diferentes tipos de infor-
mación (cuantitativa y cualitativa) para elaborar un balance sobre expe-
riencias diferentes pero que pertenecen a un mismo campo de análisis. En 
esta síntesis se analizaron seis programas nacionales y provinciales que han 
promovido la cooperación entre MyPEs, que han operado en la provincia de 
Córdoba y que han sido seleccionados por su relevancia durante las últimas 
décadas: dentro de su tipología son los de mayor escala o cobertura durante 
el período considerado y han sido ejecutados desde diferentes organismos, 
lo que permite observarlos y compararlos también según sus diferentes par-
ticularidades institucionales. 
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1.  Si bien esta metodología fue aplicada previamente en educación, medicina y psicología (Hunt, 
1997), más recientemente pueden hallarse antecedentes en los estudios sobre las políticas activas 
de empleo, tales como los estudios de Vezza, (2014) Card et al (2010), Cho y Honorati (2013), 
Sanz (2012), Ibarran y Rosas (2009) entre otros, en muchos casos propiciados por organismos 
como el Banco Mundial, la OIT o en BID.



Se ha optado por analizar el período 2003-2011 porque es el perío-
do en el que estos programas convivieron, porque se trata de un período 
político con continuidades básicas en las principales líneas estratégicas y 
porque permite una observación de sus resultados al cabo de varios años de 
su fi nalización. 

Si bien estos programas presentan múltiples perspectivas de análisis, 
en este caso se estudiarán particularmente cuatro dimensiones consideradas 
claves desde el punto de vista estratégico e institucional, y que tienen como 
antecedentes a otros análisis ya realizados por los autores y complemen-
tarios en la materia.2 Para ello se han utilizado como  fuentes principales 
tanto información primaria (entrevistas a actores clave y en particular a 
funcionarios responsables de los programas y de los organismos ejecutores) 
como secundaria (documentos institucionales, estudios y evaluaciones de 
programas, bases de datos, etc.).

Cuatro de los programas escogidos dependen del Estado nacional y 
se ejecutaron en todo el país, el quinto lo llevó adelante un organismo públi-
co nacional descentralizado y el sexto fue de carácter provincial, ejecutado 
por una Agencia de Desarrollo Local.

El Programa Social Agropecuario (PSA) fue probablemente una de 
las políticas pioneras en el país en plantear el fomento de instancias asocia-
tivas entre pequeños productores (en este caso rurales). El programa se im-
plementó desde 1993 desde la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca 
y Alimentación (SAGPyA) de la Nación. Sus objetivos no sólo incluyeron 
el apoyo a las unidades económicas sino la participación organizada de los 
destinatarios en diferentes niveles e instancias de la gestión del programa, 
de modo que pudieran asumir su propia representación y desarrollaran su 
capacidad de gestión. El PSA se diseñó con alcance nacional focalizándo-
se en regiones con mayor cantidad de minifundios (en Córdoba el norte y 
noroeste provincial). La línea original de “Emprendimientos Productivos 
Asociativos” brindaba créditos y asistencia técnica a grupos de productores 
rurales pero el programa fue sufriendo transformaciones con el propósito de 
introducir un enfoque territorial en sus acciones y superar las limitaciones 
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2.Vale la pena mencionar entre otros los siguientes estudios que preceden al que aquí se presenta 
sobre las políticas para la promoción de la microempresa (Matta, 2012) y sobre algunos de los 
programas aquí descriptos Mitnik (2011); Matta (2011); Magnano et al. (2011); Etchegorry et al 
(2009 y 2008).



del trabajo en pequeños grupos aislados, articulándose con otros programas 
como el Proyecto de Desarrollo de Pequeños Productores Agropecuarios 
(PROINDER) (RIMISP, 2004). También se fue ampliando el perfi l de los 
benefi ciarios, y se fueron orientado los proyectos en el marco de la “agricul-
tura familiar” con la creación en 2009 del nuevo Ministerio de Agricultura 
y, dentro de su estructura, de la Subsecretaría de Desarrollo Rural y Agri-
cultura Familiar (Manzanal y Nardi, 2008; Manzanal y Schneider, 2010). Si 
bien el PSA fi nalizó su ejecución en 2013, su estructura de gestión territorial 
y sus actividades tal como fueron defi nidas en el diseño original han sido 
absorbidas por la nueva Subsecretaría y nuevos programas, que desarrollan 
sus actividades de manera más amplia, incluyendo un enfoque socio territo-
rial (Ryan y Bergamín, 2010). 

El Programa de Sistemas Productivos Locales-Clusters (SPL) se 
origina en 2006 en el marco de la Subsecretaría de la Pequeña y Mediana 
Empresa y Desarrollo Regional (SEPYME) como un proyecto diseñado con 
el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y fi nanciado 
con recursos del Tesoro Nacional. El programa apoyó el desarrollo de gru-
pos asociativos de micro, pequeñas y medianas empresas en todo el país, 
mediante dos líneas: la primera de “Fortalecimiento Asociativo”, fi nancian-
do parcialmente la contratación de un coordinador del grupo para formular 
un Plan de Trabajo Asociativo (PTA) durante un año; la segunda, orientada 
a sostener parcialmente mediante Aportes Económicos No Reembolsables 
(ANR) de entre 200 y 300 mil pesos, inversiones para la innovación, la 
expansión o integración productiva. Según sus responsables, si bien el 
Programa ha sufrido diferentes cambios institucionales ha continuado con 
pequeños ajustes incrementando su presupuesto y procurando en los últimos 
años aumentar su nivel de “territorialización”.

El Plan Nacional de Desarrollo Local y Economía Social Manos a 
la Obra (PMO) fue puesto en marcha en 2003 en el marco del Ministerio 
de Desarrollo Social de la Nación (MDS) con el objeto de generar puestos 
de trabajo, mejorar los ingresos por hogar, disminuir los niveles de pobreza 
y exclusión y aprovechar los recursos y la capacidad institucional existen-
te. El PMO ha estado compuesto de diferentes programas, por lo que –da-
dos los objetivos de este artículo- aquí se analiza específi camente la línea 
orientada al fi nanciamiento de Emprendimientos Asociativos, destinada a 
la constitución o fortalecimiento de emprendimientos productivos comer-
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ciales. Esta línea no estaba destinada a grupos familiares ni a benefi ciarios 
de planes sociales, debiendo participar tres personas como mínimo con un 
monto máximo de 15.000 pesos. Como señala la misma denominación de 
la política, desde el diseño se promueve la perspectiva “local”, pero esta 
mirada se acentuará posteriormente en los años 2006 y 2008 en que comien-
zan a realizarse modifi caciones al Plan en función de priorizar programas 
o proyectos provinciales, regionales o microrregionales que presentaran 
actividades integrales de desarrollo territorial. Este cambio de orientación 
quedará plasmado progresivamente en la resolución 1023/09 en la que se 
institucionalizan cinco herramientas programáticas del PMO y fi nalmente 
la resolución 2476/2010 del MDS, donde se establece adecuar el PMO en 
función del Plan Argentina Trabaja y de la defi nición de siete herramientas, 
entre las que se encuentran los “Proyectos Socioproductivos Integrales” 
defi nidos a partir de la gestión asociada entre los actores que intervienen en 
las localidades. 

El Programa de Fortalecimiento de Entramados Productivos Locales 
(FEP) ha sido una de las líneas de acción desarrolladas por el Ministerio de 
Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación (MTEySS) en el marco 
del “Plan Integral Más y Mejor Trabajo”. Esta línea, de alcance nacional, 
comienza a ejecutarse en 2005 pero se formaliza en 2006, en el marco de 
la formulación de Acuerdos Territoriales que incluían estrategias diseñadas 
por los actores locales para la generación y mejora del empleo. Inicialmente 
el Programa incluía dos líneas: Apoyo a Centros de Servicios, destinados a 
apoyar a unidades productivas del territorio y apoyo a Proyectos Produc-
tivos de bienes o servicios, con un monto de referencia de $130.000 para 
los primeros y de $90.000 para los segundos. En el año 2009 se realizan 
algunos ajustes y actualizaciones de estos montos (hasta $300.000) en el 
marco del Programa de Empleo Independiente y Entramados Productivos 
Locales (Res. MTEySS 1094-09). 

Un quinto programa, denominado Cadena de Valor Artesanal 
(CVA), depende también de una institución pública nacional, el Instituto 
Nacional de Tecnología Industrial (INTI). Este proyecto surge en 2003 a 
partir de una experiencia con el sector textil en el noroeste de la Provincia 
de Córdoba (corredor Punilla–Traslasierra) y se desarrolla hasta 2010 en el 
marco del Programa de Extensión del INTI. Esta experiencia es trasladada 
posteriormente a otras provincias (Entre Ríos, San Juan, Buenos Aires) con 
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el objeto de fortalecer cadenas productivas micro-regionales de artesanos de 
otros sectores (textil, lácteo caprino, cuero). 

Finalmente, el Programa de Desarrollo de Cadenas Productivas 
(DCP), fue un proyecto piloto ejecutado en la provincia de Córdoba entre 
2003 y 2007, fi nanciado parcialmente mediante una donación del Fondo 
Multilateral de Inversiones (FOMIN) que administra el BID y parcialmen-
te por contrapartes locales: la Agencia para el Desarrollo Económico de la 
Ciudad de Córdoba (ADEC), responsable de la ejecución, la Agencia Cór-
doba Ciencia, la Cámara de Comercio Exterior de Córdoba, el Ministerio 
de Producción y Trabajo de la Provincia de Córdoba y la Subsecretaría de 
Desarrollo Económico de la Municipalidad de Córdoba. El objetivo del pro-
grama fue contribuir a mejorar la competitividad de micro, pequeñas y me-
dianas empresas de la provincia de Córdoba, apoyando la consolidación o 
modernización operativa y estratégica de empresas pertenecientes a cadenas 
productivas, clusters y redes empresariales de diferentes actividades eco-
nómicas (caprina, olivícola, frutihortícola, madera y muebles, electrónica 
e informática) seleccionadas por su relevancia regional y por la existencia 
de vocación asociativa por parte de las fi rmas que los integraban. El pro-
grama subsidiaba parcialmente las actividades asociativas defi nidas por los 
empresarios y productores y fi nanciaba además a un profesional entrenado 
para realizar la tarea de coordinación de cada uno de los sectores atendidos 
(Mitnik y Magnano, 2011b).

IV. D  L   S  C

Para iniciar este análisis puede decirse que en su origen los progra-
mas no poseían un diseño plenamente coherente con los supuestos centrales 
del “paradigma post-neoliberal” que hemos descrito, aun cuando éste no 
se presentara como un todo cerrado y completo sino más bien como una 
construcción en la que se comparten un conjunto de supuestos básicos. Esto 
puede verse en la forma en que se defi nieron sus destinatarios, criterios de 
focalización y objetivos.

Existen así tres grandes categorías de destinatarios a las que se 
orientan los programas: la unidad económica, el emprendedor/trabajador, el 
hogar del emprendedor (Tabla N° 1). Si bien no siempre esto se explicita en 
la defi nición formal del Programa y a pesar de que los destinatarios pueden 
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ser variados, una evaluación de los diseños permite percibir que en todos 
los casos se destaca o preferencia a una de las tipologías (esto se revela 
particularmente al estudiar su justifi cación, sus componentes y sus criterios 
de evaluación). 

Previsiblemente, estas diferencias en la defi nición de los destinata-
rios no son menores y determinan no sólo el resto de las dimensiones del 
diseño sino que son la fuente de buena parte de las contradicciones internas 
que se hallan en los mismos: lo que en realidad traducen es que la visión 
integral del desarrollo que parte de asumir como una unidad los aspectos 
“económicos” y “sociales” queda de lado a partir del enfoque “especiali-
zado” de cada repartición pública (según sea un ministerio de economía, 
desarrollo social o trabajo).

Tabla Nº 1: Tipología de destinatario principal

Fuente: elaboración propia
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Empresa
Emprendedor 

/trabajador
Hogar

PSA (Secretaría Agricultura) X X

FEP (Ministerio de Trabajo) X

SPL (Ministerio de Economía) X

MO (Ministerio de Desarrollo social) X

DCP (Agencia de Desarrollo Eco-
nómico)

X

CVA (INTI) X

Por otro lado, si bien los programas se orientan a un determinado 
tipo de población (focalización dirigida), explicitando ciertos criterios es-
pecífi cos para focalizarse dentro del heterogéneo universo de las MyPEs 
(incluyendo criterios geográfi cos, sectoriales, perfi l del destinatario, an-
tigüedad del emprendimiento, nivel de pobreza o vulnerabilidad, género, 
ámbito rural o urbano, nivel de facturación, niveles de ingreso, etc) otros 
aspectos quedan en una defi nición más amplia y difusa. Estos aspectos con-
llevaron un proceso de auto-focalización, que generalmente quedó determi-
nado por las “barreras de entrada” y el diseño de los componentes del Pro-
grama (Tabla 2). En algunos casos esto llevó a situaciones contradictorias 
como en los casos en los que se pretendió apoyar a MyPEs de subsistencia 
pero solicitándoles niveles de formalización que son casi inexistentes en 



este universo (como sucedió en SPL); o se requirió a poblaciones con bajo 
nivel de educación completar formularios complejos sin asistencia técni-
ca adecuada (algo que es común a casi todos los programas); o programas 
orientados a emprendimientos de subsistencia de corto plazo en los que los 
desembolsos del fi nanciamiento fueron excesivamente demorados (como 
sucedió en el PMO). En otros casos, la auto-focalización fue producto de las 
características de los propios instrumentos, como por ejemplo el monto de 
fi nanciamiento ofrecido (que no resultaba atractivo o sufi ciente para cierto 
tipo de empresas que no fueran de subsistencia como sucedió en FEP) o su 
modalidad (en el caso del crédito, cuando es ofrecido a poblaciones con una 
escasa cultura crediticia).

Tabla 2: Criterios de focalización y barreras de acceso 

* Si bien no se explicitaba en el diseño, el programa ha focalizado en la ejecución.
** Se han clasifi cado las barreras de entrada según sean: “altas”: (coherentes con el destinata-
rio previsto pero de acceso difi cultoso), “razonables” (coherentes con el destinatario previsto y 
de accesibilidad razonables) y “No coherentes” (no se ajustan al destinatario defi nido). 
*** Ha tenido distintas etapas con diferentes características
Fuente: elaboración propia
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Criterios de 
focalización 
explícitos en 

diseño

Opera autofo-
calización por 

parte de los 
destinatarios

Barreras de acceso al pro-
grama para las MyPEs**

Altas Razonables

PSA si si X

FEP si si X

SPL si si X***

PMO si si X

DCP si si X

CVA si si X

Dado que se ha escogido a estos programas por promover la coo-
peración, es posible señalar que en el diseño de los programas, aún cuando 
en su mayoría están basados en el paradigma post-neoliberal, se observa 
una concepción de la cooperación y la asociatividad vinculada al paradigma 
neoliberal que la entiende como un mero “medio” para lograr la mejora 
en el desempeño económico de las empresas. De este modo, muchos pro-
gramas priorizan entre sus objetivos el incremento de la competitividad, la 
inserción en el mercado o la innovación en lugar de los procesos asociativos 
y -coherente con esto-, los tipos de organización asociativa promovidos se 
defi nen de manera genérica sin precisarse conceptualmente qué caracteriza 



específi camente la dinámica organizativa y cooperativa entre las mismas 
(SPL, DCP, FEP). 

Esto queda evidenciado tanto en la defi nición de la misión o propósito 
como en otros niveles de la estrategia: en pocos casos los componentes y 
actividades previstos en el diseño incluyen explícitamente acciones de forta-
lecimiento de la cooperación, o mecanismos de evaluación específi camente 
dirigidos a analizar el tipo o la fortaleza de los lazos asociativos que se han 
logrado como consecuencia de la intervención. En general las políticas se 
evalúan mediante indicadores cuantitativos del desempeño de las empresas, 
tales como el incremento en la facturación, en la diversifi cación de la cartera 
de clientes o del empleo. En consecuencia, puede deducirse que la coopera-
ción no es considerada como un resultado relevante de la intervención del 
programa sino como un proceso que en el mejor de los casos los facilita. 

Reconocer la relevancia de la cooperación como un fi n en sí mismo 
para la política pública implicaría considerar como un elemento fundamen-
tal a las relaciones sociales que tienen lugar en el grupo asociativo, teniendo 
en cuenta las trayectorias individuales de los participantes pero también a la 
dinámica de interacción que impone el mismo funcionamiento asociativo. 
De modo similar a los programas de la década precedente, la asociatividad 
no aparece como un objetivo a alcanzar, sino como un fenómeno preexis-
tente bajo el supuesto implícito de “una sociedad que espontáneamente se 
auto organiza” (Coraggio, 2001) o que puede ser inducida a la asociatividad 
y luego seguir funcionando de esa manera sin acompañamiento externo.

Esta realidad descripta puede observarse en la Tabla  3 en la que se 
evidencia que fueron una minoría aquellos programas que incorporaron en su 
diseño original componentes específi cos y evaluaron los procesos asociativos. 

No obstante los diseños de los programas compartían muchas de 
las contradicciones señaladas, paulatinamente todos fueron aumentando 
su coherencia con el paradigma post-neoliberal durante su ejecución. En 
muchos de estos casos los procesos de ajuste entre objetivos, destinatarios, 
componentes, requisitos de acceso, se dieron a nivel operativo, sin modifi car 
los diseños y de manera voluntarista a partir de la ejecución de los funcio-
narios y agentes públicos, pero también llevó luego a la reforma de aspectos 
formales (Tabla  4).
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Tabla 3: Los procesos Asociativos en los Programas 

  1: Existe una referencia explícita al desarrollo de procesos asociativos como objeto del Programa. 
2: El programa establece componentes o actividades orientadas al desarrollo de la asociatividad. 
3: El programa establece en su diseño indicadores orientados a evaluar los resultados en relación 
al desarrollo de la asociatividad. 
4: No los poseen en el diseño, aunque no se descarta que se incluyan en proyectos.
Fuente: elaboración propia

Programa
Misión/ 

Objetivos 1
Sujetos de los procesos 

asociativos
Componentes 

específi cos
Evaluación3

PSA SI
Emprendedores/

Unidades familiares
NO4 NO4

FEP NO
Emprendedores/

Empresas
NO4 NO4

SPL NO Empresas NO NO4

PMO SI Emprendedores NO NO4

DCP SI Empresas SI NO4

CVA SI Emprendedores SI NO4

Programa
Año de 
inicio

Modifi caciones realizadas

PSA 1993 2003 Articulación con otros programas, enfoque territorial

2009 Articulación con “Agricultura Familiar”

FEP 2005 2009 Programa Empleo Independiente y Entramados 
Productivos Locales

SPL 2006 2010 Modifi caciones reglamentarias. Ajustes requisitos y 
mayor articulación

PMO 2003 2006, 2008, 2009, 2010 Ajustes para crear proyectos 
integrales

2010 Plan Argentina Trabaja

DCP 2003 2009 Inicio de nuevo Programa con enfoque territorial 
(REMECO)

CVA 2003 2006 Se realizan adaptaciones para otras provincias

Tabla 4: Modifi caciones formales realizadas en los Programas 

Fuente: elaboración propia

Como señaló un funcionario nacional a cargo de uno de los pro-
gramas: “No se pueden entender a las políticas solamente observando los 
resultados directos en los emprendimientos sino también indirectamente en 
otros sectores de la economía… Siguiendo una lógica más de tipo Keynesia-



na, si por ejemplo comprabas 30 mil máquinas de coser para pequeños em-
prendimientos el objetivo no era sólo benefi ciar a los emprendedores sino 
poner en movimiento la fabricación de maquinarias…Una vez pasada esta 
primera etapa el éxito de la política no se encontraría ya en la inversión 
económica sino en la red generada para articular esos emprendimientos 
creados o consolidados en cadenas de valor y mejorar la calidad de sus 
producciones Ya en 2006 la política comenzó a apoyarse sobre la idea de 
desarrollo local más que sectorial, implicando distinto tipo de proyectos 
en escala y complejidad y también articulaciones con cooperativas y las 
producciones locales….”

En función del estudio realizado, este proceso de ajuste fue posible 
por al menos tres factores claves: 

-En primer lugar la difusión de la comunidad epistémica entre los 
agentes de la administración pública y de la sociedad civil (algo que se 
observa particularmente DCP, FEP y PSA) que llevó a que estos agentes 
realizaran ajustes durante la ejecución, aún cuando éstos no se refl ejaran 
de manera institucionalizada.

-La infl uencia de los agentes más cercanos a los territorios (el 
denominado street level) para impulsar estos cambios a nivel de las ad-
ministraciones centrales. Esto no quiere decir que los ajustes se dieran 
estrictamente “de abajo hacia arriba”, dado que no respondían a la volun-
tad de los agentes locales sino a la interpretación que realizaban de ésta 
los propios agentes públicos. 

-Cierto nivel de fl exibilidad otorgado por los diseños o por los 
organismos fi nanciadores. En general todos estos programas han conta-
do con posibilidades de continuidad con fl exibilidad, estando abiertos a 
realizar ajustes sea por la búsqueda de coherencia deductiva con sus su-
puestos teóricos o inductiva, movidos por la realización de evaluaciones 
o por las “curvas de aprendizaje” de las unidades ejecutoras.

V. L  C    E   C

Como hemos señalado, aún cuando estén fundadas en principios 
de universalidad, las políticas y programas tienden a generar procesos de 
autofocalización mediante los cuales culminan por alcanzar sólo a cierta 
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tipología de destinatarios. En el caso de las políticas aquí estudiadas, es 
posible observar que esto se produce tanto al nivel de las empresas y sus 
articulaciones como respecto a los territorios. 

En los programas que promueven la articulación productiva como 
los que aquí se analizan, puede analizarse el nivel de complejidad que lo-
graron alcanzar a partir del tipo de estructuras y vinculaciones que fueron 
promovidas entre las empresas y entre éstas y el territorio (Tabla 5). Por 
ejemplo, si los grupos de empresas se incluyen en estructuras relacionales 
de nivel meso-económico, si se vinculan con la vocación productiva y el 
potencial productivo local, o si se generan redes entre las fi rmas y entre éstas 
y la trama institucional local. 

El análisis de los programas revela, sin embargo, un predominio de 
la conformación asociativa de las MyPEs en tanto “grupos asociativos”, esto 
es, conjuntos reducidos de unidades económicas próximas geográfi camente, 
que en general pertenecen al mismo sector, que habitualmente compiten 
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Programa
Proxi-
midad 

geográfi ca

Vocación 
productiva 

del 
territorio

Pertenencia a 
redes sociales 

y/o 
institucionales 

prexistentes

Articulaciones genera-
das mayoritariamente 

entre unidades

Verticales
Horizon-

tales

PSA
No 

relevante
No 

relevante
No relevante X

DCP
Imprescin-

dible
Preferente Imprescindible X

CVA
Imprescin-

dible
Imprescin-

dible
No relevante X X

SPL
Imprescin-

dible
Preferente Preferente X

PMO
No 

relevante
No 

relevante
No relevante X

FEP Preferente Preferente Imprescindible X

Tabla  5: Vinculación empresas-territorio promovida por los programas

-Imprescindible: excluyente para la aprobación del proyecto
-Preferente: constituye un aspecto positivo para la evaluación del proyecto 
-No relevante: no se considera en el proyecto
Fuente: Elaboración propia a partir de fuentes documentales y entrevistas



entre sí (al producir bienes similares) y reciben los benefi cios de los pro-
gramas para cooperar en acciones específi cas que les permitan mejorar su 
desempeño. 

Si bien en algunos casos se utiliza el término de “cadena productiva” 
o “entramado productivo” para referirse al tipo de estructura promovida, no 
se encuentra en la práctica un correlato con lo que, desde la teoría, se señala 
respecto de estas formas de vinculación. En la realidad, cuando la escala 
es importante, a lo sumo se trata de clusters o aglomerados, basados en la 
proximidad geográfi ca y con cierto grado de especialización productiva.3 
Como señaló el coordinador de uno de los programas “en nuestro caso el 
90% de los proyectos es de vínculos horizontales, aunque creo que  esto se 
halla directamente relacionado con la cantidad de recursos que aporta-
mos…una cadena de valor requiere de recursos superiores”.

En particular en las primeras etapas de estos programas, tampoco 
se observa una priorización de aquellos proyectos donde coincidieran las 
empresas participantes, el sector productivo y las acciones demandadas con 
la “vocación productiva” del territorio, defi nido a partir de un diagnóstico 
participativo.4 Tampoco se requería que las empresas pertenecieran formal-
mente a instituciones o redes institucionales preexistentes o promovidas 
de manera deliberada tales como cámaras empresarias o asociaciones de 
productores. Hay que decir que el aprendizaje sobre este punto, ha ido lle-
vando a los organismos ejecutores a tenerlo cada vez más en cuenta lo que 
puede verse particularmente en las reformulaciones del PMO incorporando 
los “Proyectos Integrales”, o en las estrategias del SPL para asegurar la vin-
culación de los proyectos con los sistemas productivos de cada territorio 
(Naclerio, 2011).

Respecto a los grupos de fi rmas que se asocian para cooperar en el 
marco de estos programas, existieron también diferencias en cuanto a las 
formas organizacionales y jurídicas que se propiciaron. En un extremo se 

R   E   E  | V . LV| N° 1| 2017 | . 69-110 | ISSN 0034-8066 | e-ISSN 2451-7321

P   A  P   C ...

  3. El Programa CVA, que promueve una “cadena productiva” en realidad opera más sobre un sector 
que sobre los diversos componentes de la cadena).

 4. Esta afi rmación debe matizarse, sin embargo, en dos de los casos analizados. En el caso del 
programa que trabajó explícitamente sobre una cadena productiva (CVA), se consideró el apoyo 
a las MyPEs en el marco de “corredores viales” que incluyen a una micro región y abarcan 
incluso otras zonas de la provincia. En otro de los casos analizados (DCP), los sectores atendidos 
fueron seleccionados por su relevancia regional y por constituir en cierta medida una “ventaja 
competitiva” del territorio.



ubicaban los programas que requerían algún de tipo de formalización de las 
relaciones de cooperación aunque ésta sólo se materializara en el compro-
miso frente al Programa (PSA, PMO y SPL, aunque al año debían adoptar 
una forma jurídica). Una instancia intermedia estaría dada por aquellos pro-
gramas en los que la formalidad del proceso dependía de un aval externo, 
generalmente del gobierno municipal (DCP y FEP). Finalmente, en el otro 
extremo se encuentra el caso del Programa CVA, que no exigió una organi-
zación con formalidad legal sino que impulsó y valoró el cumplimiento de 
la “palabra” como símbolo del acuerdo (rescatando la tradición oral de la 
cultura del territorio).5 

 

Como puede verse, cada programa ha resuelto de manera diferente el 
problema de la formalidad requerida a las estructuras de cooperación gene-
radas. Si bien no puede darse al respecto una respuesta unívoca, es necesario 
recordar las difi cultades que experimentan las intervenciones que exigen 
un alto grado de formalización del grupo asociativo (a través de una forma 
jurídica, por ejemplo), que culminan de manera frecuente provocando la 
conformación de asociaciones oportunistas solamente para obtener fi nancia-
miento, careciendo del conocimiento mutuo o de las competencias necesa-
rias para llevar adelante un proyecto de manera verdaderamente cooperativa 
(Etchegorry et al, 2008 y 2009).

Podría decirse entonces que desde el punto de vista de las estructuras 
de articulación promovidas por las políticas, en general subsisten formas 
limitadas de vinculación productiva en la medida en que en pocos casos se 
promueven formas organizacionales de un nivel de complejidad superior a 
los grupos de empresas y en las excepciones, los vínculos más importantes 
con el territorio se dan a partir de la proximidad geográfi ca. No obstante, se 
observa en casos como el PMO, el SPL y el DCP una evolución conceptual 
para llevar los proyectos iniciales hacia una mayor complejidad que la ope-
rada inicialmente. Las vinculaciones horizontales en el marco de aglomera-
ciones simples entre empresas son en ese sentido un primer escalón hacia 
cadenas de valor u otras formas que promuevan procesos de integración y 
transformación en la estructura productiva local. 
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5. Esta idea se advierte también en los requisitos de participación. En una primera etapa se confi guró 
un “sistema de membresía” basado en la afi nidad: cada nuevo miembro debía ser presentado por 
algún miembro activo.



VI. E  A  T    C

El enfoque teórico de las políticas de articulación, más aún si se 
hallan asociadas al Desarrollo Territorial, supone que el desarrollo de las 
MyPEs que cooperan no se produce de forma aislada, sino como parte de un 
proceso de mayor escala que las incluye y a la vez las trasciende a nivel de 
la trama de relaciones locales. Si se estudian los objetivos plasmados en el 
diseño de los programas analizados, el territorio aparecería explícita o im-
plícitamente en la elección de conceptos como “desarrollo rural”, “desarro-
llo local o territorial”, “desarrollo regional” o “desarrollo y empoderamiento 
comunitario”. Es decir, la cooperación entre MyPEs se concibe, en el nivel 
de los objetivos, como un proceso integrado a una dinámica de desarrollo 
más amplia a nivel local. 

Esta incorporación del territorio, sin embargo, sufre desde el inicio 
ciertos recortes originados en la mirada parcial que cada organismo ejecutor 
posee, según sus objetivos y su estrategia política. El primero de estos re-
cortes es geográfi co: algunos programas conciben al territorio en función de 
perímetros político-administrativos, sean “municipales” o “provinciales”, 
mientras que otros utilizan criterios socio-económicos operando a nivel de 
“micro regiones” o “regiones”. Esta distinción  implica no sólo una mirada 
particular sobre el territorio sino una defi nición sobre el liderazgo (público o 
privado) del desarrollo y aunque algunos programas combinan ambas pers-
pectivas, en general se suele adoptar una de ellas como central.

El segundo recorte se manifi esta en cierta abstracción que se realiza 
sobre el territorio según el enfoque “social” o “económico” que adoptan los 
programas. En el primer caso, las políticas se centran en las necesidades 
de los trabajadores y sus familias priorizándose una visión del territorio en 
la que se destacan indicadores como el nivel de pobreza o desempleo, la 
“organización socio productiva” o “comunitaria” y las “tramas sociales” 
(PSA, PMO y FEP). En el segundo, las políticas hacen foco en las unidades 
económicas centrándose en cuestiones como la “productividad”, la “compe-
titividad”, o la “inserción en el mercado” (DCP, SPL). 

El contraste de los objetivos de los programas, con otros niveles de 
la estrategia -tales como las acciones previstas - permite observar también 
cierta difi cultad en avanzar desde el plano “micro”, centrado en las personas, 
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las empresas y los procesos asociativos que tienen lugar entre ellos, hacia un 
nivel “meso” que incorpore efectivamente a los actores y a los activos del 
territorio. Los recursos y las actividades se orientaron así mayoritariamente 
a la prestación de servicios a las unidades económicas (capacitación, asisten-
cia técnica o fi nanciamiento bajo la forma de crédito o subsidio) quedando 
en un segundo plano la inserción de las actividades productivas en la eco-
nomía local, la vinculación con las instituciones o el fortalecimiento de los 
principales activos territoriales.  También fueron escasas las acciones que 
involucraran la resolución de problemáticas territoriales locales que inciden 
de manera directa o indirecta en el desempeño de las MyPEs, tales como 
la mejora de infraestructura, los servicios locales de apoyo o las cuestiones 
ambientales. La ausencia de componentes específi camente territoriales en 
el diseño de los programas responde, entre otras razones, a que los diag-
nósticos que les dan origen también se enfocan en las variables productivas 
y comerciales de las empresas, soslayándose otros elementos vinculados 
a la integración de esos sectores en la trama productiva local o al resto de 
las capacidades productivas del territorio. En estos diagnósticos, elaborados 
predominantemente por “expertos”, ya sean locales o extranjeros, tampo-
co suelen participar activamente los potenciales destinatarios o los actores 
institucionales, lo que contribuye al debilitamiento de esta mirada integral.

Si bien algunos programas (DCP, CVA, PMO) previeron en sus dise-
ños actividades y recursos  destinados a apoyar el “fortalecimiento institu-
cional” o “fortalecimiento de las relaciones de cooperación entre empresas 
y otras instituciones”, puede decirse que estas acciones casi siempre estu-
vieron referidas a las empresas, en tanto se buscó consolidar a los grupos de 
MyPEs participantes, las instituciones empresariales o –a lo sumo- a otras 
instituciones locales que intervendrían como ejecutores. 

Esta ausencia de referencias en los diseños originales de los progra-
mas se fue corrigiendo no obstante durante la ejecución a partir del desarro-
llo de “estrategias emergentes” que incorporaron acciones no previstas con 
relevancia a nivel territorial y que han sido posibles en aquellos programas 
con mayor fl exibilidad frente a demandas surgidas durante la operación.7 
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6. Del orden del 30% del presupuesto total en el DCP y del 25% en FEP.

7. Por ejemplo, en el Programa DCP, se gestionó la reasignación de recursos para acciones vinculadas 
con la aplicación de nueva legislación para el sector de industrias tecnológicas o para la formali-
zación de la tenencia de la tierra de productores rurales, entre otras, acciones que originalmente 
no estaban previstas para esos fi nes pero era demandado por empresas y productores. 



  Como se observa en la Tabla 6, fue diferente la fl exibilidad de los 
programas para ajustar sus acciones a las demandas territoriales que sur-
gieron durante la ejecución, yendo desde el caso de los programas que se 
aplicaron de modo uniforme en todo el país (con ligeras modifi caciones 
parciales), hasta los casos en los que los proyectos ejecutados respondieron 
directamente a las demandas planteadas por cada territorio. Al tratarse en 
gran medida de programas nacionales, esta fl exibilidad frente a las particu-
laridades locales constituyó un reconocimiento tácito de la heterogeneidad 
territorial. No obstante, esto no signifi ca necesariamente que el programa 
respondiera a las “demandas del territorio” conceptualizado como una uni-
dad, sino más bien a ciertos requerimientos territoriales “mediatizados” por 
las necesidades de las MyPEs. Además, esta fl exibilidad estuvo sujeta a la 
disponibilidad de recursos económicos y de un equipo ejecutor capaz de 
detectar esas demandas, coordinarlas y encauzarlas de manera creativa para 
su concreción en cada territorio. 
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Programa

Acciones directas sobre factores 
territoriales Modelo de adaptación del diseño 

original a la realidad localDiseño 
Original

Ejecución

PSA
No 

previstas
No realizadas

Ejecución estandarizada, pero fl exible 
a modifi caciones locales (emprendi-
mientos)

DCP
No 

previstas
Realizadas

Ejecución fl exible según la demanda 
local (empresas)

CVA
No 

previstas
Realizadas

Ejecución fl exible según la demanda 
local (emprendimientos)

SPL
No 

previstas
No realizadas

Ejecución fl exible según la demanda 
local (empresas)

PMO
No 

previstas
No realizadas

Ejecución estandarizada, pero fl exible 
a modifi caciones locales (emprendi-
mientos)

FEP Previstas Realizadas
Ejecución fl exible según la demanda 
local (municipio)

Tabla  6: Acciones directas sobre problemáticas o activos del territorio 
en los programas ejecutados en Córdoba

Fuente: Elaboración propia a partir de entrevistas
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Hay que decir también que este proceso de aprendizaje en el marco 
de las políticas, llevó a que con el tiempo se generaran estrategias de arti-
culación entre los programas aquí analizados y otras políticas de las propias 
instituciones ejecutoras (algo que se observa en PSA, PMO, SPL o FEP) 
que tenían por objeto incidir a nivel meso local o regional. No obstante, 
esta articulación dependió en gran medida de la capacidad de gestión de las 
dependencias que los ministerios poseían en las provincias, de las coordi-
naciones de los programas o del grado de continuidad de las políticas que 
permitiera un proceso de ajuste y aprendizaje institucional.

Otro aspecto que revela el nivel o escala en la que intervienen los 
programas se relaciona con el volumen de recursos destinados y el número 
de proyectos y empresas apoyadas, ya que aporta indicios sobre su potencial 
para impactar en un territorio. Las Tablas  7 y 8 permiten advertir de este 

Tabla 7: Número de grupos/proyectos y empresas alcanzados en Córdoba8

Programa
Número total de grupos 

asociativos/proyectos 
atendidos

Número total de empresas 
destinatarias aproximado

PSA1 505 2,653

DCP2 16 800

CVA3 8 45

SPL4 3 80

PMO5 946 -

FEP6 44 300

1. Período 1993-2006. El número de empresas corresponde a la cantidad de 
familias atendidas. Información del sitio web de PSA (captura 03/2009).
2. Período 2003-2007. Informe fi nal del programa y Mitnik (2011: 109-114).
3. Los datos corresponden al período 2003-2010. Datos internos del Programa. 
4. Período 2006-2011. Datos internos del programa. 
5. Período 2003-2009. Informes del programa.
6. Período 2006-2011. Datos internos del programa.

Fuente: Elaboración propia a partir de fuentes documentales y entrevistas
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 8. Para los programas de los que se obtuvo información. En algunos casos las fechas de fi nalización 
se relacionan con la fi nalización del programa o la modifi cación sustancial del mismo. Vale la 
pena mencionar la difi cultad de obtener datos nacionales y provinciales ofi ciales para las líneas 
estudiadas, aunque se debe destacar el aporte de información interna por parte de los programas. 
Debe considerarse que en general la provincia de Córdoba representa un 10% del presupuesto de 
los programas nacionales.
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modo la modesta escala de los programas analizados tanto en la provincia 
de Córdoba como también a nivel nacional, sobre todo si se los compara con 
los recursos disponibles en otras políticas públicas ejecutadas por la misma 
repartición.

En la Tabla 8 particularmente se observa que en general Córdoba 
representa entre un 1% y un 11% de la inversión nacional en estos progra-
mas que a su tiempo representan menos de un 1% del presupuesto ejecutado 
por las mismas reparticiones en políticas activas de apoyo y promoción a 

Programa

Presupuesto anual 
promedio 

aproximado para 
Córdoba

Presupuesto anual 
nacional 

del programa 
(Ref:2007)*

Presupuesto anual 
nacional del total de 

programas 
de promoción en la 
misma institución 

(Ref:2007)*

PSA1 0,26 27,8 157,2

DCP2 1,7 - -

CVA3 0,043 - 102,9

SPL4 0,070 3 556,8

PMO5 3 36 5892,2

FEP6 0,33 3 495

Tabla  8: Presupuesto anual promedio estimado de los programas 
a nivel nacional y en la provincia de Córdoba (en millones de pesos)9

*Se toma como referencia el año 2007 por ser un año en el cual todos los programas se 
encontraban en funcionamiento
1. Período 1993-2006.Información del sitio web de PSA (captura 03/2009) y Cuentas de 
Inversión
2. Período 2003-2007. Informe fi nal del programa y Mitnik (2011: 109-114).
3. Los datos corresponden al período 2003-2010. Datos internos del Programa y Cuentas 
de Inversión
4. Período 2006-2011. Datos internos del programa y Cuentas de Inversión
5. Período 2003-2009. Informes del programa y Cuentas de Inversión
6. Período 2006-2011. Datos internos del programa y Cuentas de Inversión

Fuente: Elaboración propia a partir de fuentes documentales y entrevistas

9. Para los programas de los que se obtuvo información. En algunos casos las fechas de fi nalización 
se relacionan con la fi nalización del programa o la modifi cación sustancial del mismo. Vale la 
pena mencionar la difi cultad de obtener datos nacionales y provinciales ofi ciales para las líneas 
estudiadas, aunque se debe destacar el aporte de información interna por parte de los programas. 
Debe considerarse que en general la provincia de Córdoba representa un 10% del presupuesto de 
los programas nacionales.
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las empresas y emprendimientos productivos. Como lo señalaron los coor-
dinadores y funcionarios entrevistados, este tipo de políticas tienen un lugar 
conceptualmente jerarquizado en los ministerios y organismos pero no con-
tribuyen a generar los “grandes números” que éstos requieren a la hora de 
demostrar resultados visibles por lo que sus recursos son menos relevantes: 
“en los ministerios es necesario asegurar la atención a los grandes volúme-
nes (de empresas, de trabajadores, de personas pobres) y simultáneamente 
intentar generar estos casos localizados de mayor complejidad…no se pue-
de realizar lo segundo sin lo primero” (Funcionario nacional)…”.

Del mismo modo, si se toma como referencia que en la provincia 
de Córdoba existen más de 400 municipios y comunas, la Tabla 9 permite 
observar que, con excepción del PMO (por sus propias características), fue-
ron pocos los territorios  en los que los programas lograron intervenir, y en 
algunos casos se trató de los mismos proyectos que fueron co-fi nanciados 
por distintos organismos. En algunos períodos incluso, se ha comprobado 
que distintos ministerios han sub-ejecutado su presupuesto para estas líneas 
de fi nanciamiento ante la carencia de iniciativas locales. Los datos cuanti-
tativos y cualitativos relevados indican por ello que se produjo un proceso 
de autofocalización en aquellos territorios en los cuales pre-existían ciertas 
condiciones que hacían posible la elaboración de proyectos con el nivel de 
complejidad requerido por estos programas.

Tabla  9: Territorios alcanzados por los Programas

Programa
Cantidad de territorios 

alcanzados

Cantidad de territorios 
compartidos con otro 

programa

PSA s/d s/d

DCP 12 5

CVA 1 1

SPL 3 1

PMO* 31 7

FEP 8 4

*Para PMO se toma referencia la línea “proyectos integrales” y “cadenas productivas”

Fuente: Elaboración propia a partir de fuentes documentales y entrevistas
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Esta situación remite por tanto a que los efectos de los programas 
fueron extremadamente dependientes de la “fertilidad” diferencial  de los te-
rritorios (De Mattos, 1997). Entre las condiciones que confi guran este nivel 
de fertilidad se puede destacar: 

-La existencia de empresas con vocación por cooperar y con ob-
jetivos en común elaborados previamente a la intervención del programa. 

-La existencia de actores institucionales (públicos o privados) 
involucrados con el desarrollo productivo, con una mirada integral del 
territorio y una voluntad de apoyar procesos innovadores. Tal como lo se-
ñaló uno de los funcionarios entrevistados “los proyectos surgen en aque-
llos lugares donde hay buena organización colectiva previa  a lo  que se 
agrega también que exista una estrategia local (por ejemplo vinculada a 
un sector) que permita articular los distintos esfuerzos institucionales… 
En algunos años se sub-ejecutaron los presupuestos porque para esta 
línea de acción además se requiere salir de la lógica de la necesidad (de 
sostener o mantener el empleo y los ingresos) y pensar en una mejora o 
innovación en las tramas locales”.

-La presencia de agentes individuales y colectivos con capital 
económico, social y cultural sufi ciente para liderar y sostener el largo y 
–a veces complejo- proceso de elaboración de un proyecto, en interacción 
con el organismo ejecutor del programa, que en la mayor parte de los ca-
sos no dispone de recursos para acompañar este proceso “en el terreno”; 

-La coincidencia entre los requerimientos del proyecto local y los 
requisitos que operan como “barreras de acceso” de cada política (perfi l 
de empresas destinatarias, forma jurídica, perfi l del ejecutor, rubros de 
fi nanciamiento, montos de inversión, aportes de contraparte, entre otros), 
un ajuste que no siempre resulta posible.

No debe excluirse de este listado otra situación contradictoria que 
revela que los limitados recursos disponibles por los programas resultaron 
en general un mayor incentivo para localidades más pequeñas pero con me-
nores capacidades relativas. Cerca del 50% de los territorios (localidades) 
alcanzados por estos programas poseían menos de 5000 habitantes (en su 
mayoría además menores a 1000 habitantes). Como lo precisan los coordi-
nadores de dos de los programas “en pequeños poblados la política funciona 
mejor  que en grandes ciudades, lo que probablemente tiene que ver además 
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con el “contacto físico” entre los integrantes”; “En localidades más peque-
ñas los montos invertidos son más visibles y en muchos casos constituyen un 
volumen mayor que las coparticipaciones”.

VII. L  F   G    P  L

Una última dimensión de análisis se ocupa de la gobernanza de estos 
programas, al considerar de qué modo se estructuró y se ejerció la participa-
ción de los actores locales en las distintas etapas de la gestión de la política 
y en los diferentes niveles organizacionales de decisión. 

Es posible comenzar señalando que este tipo de programas posee 
–en función de sus objetivos- una forma de organización particular, y en 
cierto sentido paradójica, en la cual los propios destinatarios deben diseñar 
y ejecutar proyectos en su territorio, pero con el fi nanciamiento y las con-
diciones establecidas por organismos extraterritoriales, en su mayoría de 
jurisdicción nacional. Esto implica que existen al menos dos mecanismos de 
gobernanza: la que se desarrolla en el nivel estratégico de la política pública 
(generalmente “de arriba hacia abajo”) y la que se despliega en el propio 
territorio alrededor de cada proyecto. 

Se entiende que la inclusión de las instituciones a nivel estratégico y 
a nivel de los proyectos específi cos implica dos aspectos: por un lado asegu-
rar la legitimidad alrededor de las políticas y, al mismo tiempo, mejorar su 
efi cacia y efi ciencia generando sinergias positivas entre el aparato producti-
vo y los subsistemas científi co tecnológico, educativo, la articulación entre 
el sector público y privado con y sin fi nes de lucro, entre otros objetivos.

En lo que respecta a la organización de los programas, desde las 
primeras políticas diseñadas en la década de 1990 y a inicios del 2000 ha 
existido una lenta evolución hacia formas de organización descentralizada 
más o menos semejantes que se basan en dos supuestos: la inclusión de or-
ganizaciones del territorio en instancias de decisión de la política y la fl exi-
bilidad para el diseño de los proyectos10. Esta evolución podría considerarse 

10. Esta evolución puede verse en las reformulaciones de los programas, ya que como se ha dicho 
cuatro de los programas estudiados (PMO, SPL, FEP, PSA) sufrieron modifi caciones luego de un 
primer período de ejecución, orientadas a incorporar una mayor participación y fortalecimiento 
de las organizaciones territoriales.
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un aprendizaje, probablemente atribuible a la continuidad de las políticas y 
a la generación de estrategias emergentes infl uenciadas por la comunidad 
epistémica dominante. A pesar de esta evolución, existen diferencias que 
pueden observarse en cada uno de los tres niveles claramente diferenciados 
de las políticas (nacional, provincial y local), aunque en general la parti-
cipación de los diferentes actores locales se incrementa a medida que se 
“desciende” al territorio (Tabla 10).

Programa
Participación 

institucionalizada 
(en distintos niveles)

Incentivo a la articulación 
público-privada  

(proyectos) 

PSA Alto Medio

DCP Alto Alto

CVA Bajo Bajo

SPL Medio Bajo

PMO Medio Medio

FEP Medio Alto

Tabla  10: Participación institucional e incentivo 
a la articulación público-privada

-Alto: existe participación formal en la estructura del programa o los proyectos
-Medio: se incentiva la participación, aunque no formalizada 
-Bajo: puede existir participación pero no es incentivada particularmente

Fuente: Elaboración propia a partir de fuentes documentales y entrevistas

En el nivel nacional se observa que sólo una de las cuatro políticas 
analizadas (PSA) contempló la inclusión de instituciones vinculadas a los 
destinatarios del sector productivo y el subsistema científi co-tecnológico 
en su unidad de gestión mientras que en el resto de los casos este tipo de 
instituciones cooperaron de modo no formal en instancias puntuales como la 
evaluación técnica de los proyectos. En la generalidad de los casos eran las 
instituciones gubernamentales (ministerios y secretarías) las que tomaban 
las decisiones estratégicas y también las que tenían la última palabra en la 
evaluación de los proyectos.

En el nivel provincial, tres de las políticas nacionales contaban con 
una organización descentralizada en esta jurisdicción pero sólo dos de ellas 
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contaron con la participación de organizaciones “representativas” del terri-
torio en el interior de su estructura (PMO, PSA) aunque en uno de los casos 
esta experiencia fue de corta duración (PMO). En general las unidades de 
gestión de nivel provincial participaron en la pre-evaluación de los proyec-
tos y su seguimiento, ofi ciando de mediadores entre los territorios y los 
niveles nacionales de gobierno. Uno de los programas de nivel provincial 
analizados (DCP) fue el que generó mayores vínculos orgánicos con el go-
bierno provincial y las organizaciones territoriales. 

En el nivel local (es decir, el de los proyectos) existieron variedad de 
estructuras, lideradas ya sea por los gobiernos locales, las propias empresas 
benefi ciarias, organizaciones sectoriales empresarias, u organizaciones no 
gubernamentales. En general, este liderazgo tuvo que ver con el propósi-
to –económico o social- del programa pero también con el rol asignado 
al Estado en la estrategia política. En general, cuando quien lidera es el 
Estado local (FEP, PMO en algunos casos), los programas suelen exigir la 
constitución de algún tipo de espacio deliberativo multiactoral, aunque su 
constitución, resultados y sostenibilidad son variables.11 

A priori, este tipo de espacios deberían ser promovidos en la medida 
que aportan una mirada integral y estratégica del territorio y la inclusión de 
todos los interesados y afectados por las políticas productivas, y en esa línea 
operaron algunos programas (FEP, PMO). No obstante, éstos se convirtie-
ron con frecuencia en construcciones formales para cumplimentar requisitos 
de la política, sin lograr persistencia en el tiempo. En otros casos, en lugar 
de fortalecer instancias locales preexistentes, los programas contribuyeron 
a multiplicar innecesariamente instancias similares que podrían haberse 
unifi cado. 

Por su parte, cuando los proyectos fueron liderados por otras orga-
nizaciones privadas, al no existir incentivos específi cos para la articulación 
público-privada por parte de los programas, en general los gobiernos locales 
no fueron convocados o sólo participaron en roles de apoyo, generando el 
riesgo de que las iniciativas se “encapsularan”, y limitando la sinergia con 
otros sectores de la trama territorial. La Figura 1 y la Tabla 11 intentan 
reconstruir según la información relevada las redes institucionales de cada 

11.Vale la pena mencionar además que algunos programas exigen que el liderazgo sea estatal y sólo se 
fi nanciaba a municipios (FEP) mientras que en otros casos sólo se fi nancia a actores privados (SPL).
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programa, incluyendo a las instituciones que han tenido un rol relevante en 
la gestión o han aportado recursos críticos. 

El análisis de redes sociales (ARS) permite observar algunos as-
pectos comunes y particularidades que coinciden en gran medida con otros 
estudios realizados en América Latina (Mesopartner, Sistme, 2014): 

- Tamaño de la red: en principio es esperable que el programa con 
mayor cantidad de proyectos, recursos y territorios alcanzados (PMO) posea 
una red institucional mayor. No obstante, también depende de la estrategia 
de gobernanza escogida ya que por ejemplo el PSA con volúmenes seme-
jantes posee una red menor al optar por trabajar de manera directa con los 
grupos destinatarios mientras que el PMO operó a partir de “Organizaciones 
administradoras” lo que implicó desarrollar una red más extensa.

Tabla  11: Atributos de las redes institucionales

Programa
Tamaño de 

la red
Heterogeneidad 

Solapamiento 
(actores compartidos) 

PSA 8 0,5 100%

DCP 22 0,61 36%

CVA 3 0 100%

SPL 8 0,22 50%

PMO 41 0,55 12%

FEP 10 0,18 80%

Fuente: elaboración propia en base a documentos  y entrevistas

-Características de la red: si bien el PMO posee una red extensa, en 
su mayoría está constituida por organizaciones pequeñas en recursos y en 
representatividad (cooperativas de trabajo, ONG locales, comunas y muni-
cipios pequeños) contrastando con el DCP que en cambio desarrolló víncu-
los con organizaciones de mayor tamaño (cámaras empresarias, organismos 
internacionales, reparticiones provinciales, etc.).



R   E   E  | V . LV| N° 1| 2017 | . 69-110 | ISSN 0034-8066 | e-ISSN 2451-7321

M , E , M , O
F

ig
u

ra
 1

: R
ed

 in
st

it
u

ci
on

al
 d

e 
lo

s 
P

ro
gr

am
as

 e
n

 la
 P

ro
vi

n
ci

a 
d

e 
C

ór
d

ob
a

 
In

st
it

uc
io

ne
s 

P
úb

li
ca

s 
 

In
st

it
uc

io
ne

s 
de

 la
 S

oc
ie

da
d 

C
iv

il 
 

In
st

it
uc

io
ne

s 
vi

nc
ul

ad
as

 a
 e

m
pr

es
as

 y
 e

m
pr

en
di

m
ie

nt
os

 
 P

ro
gr

am
as

 

PS
A

PM
O

FE
P

CV
A

DC
P

SP
L

Fu
en

te
: e

la
bo

ra
ci

ón
 p

ro
pi

a 
en

 b
as

e 
a 

do
cu

m
en

to
s 

 y
 e

nt
re

vi
st

as



R   E   E  | V . LV| N° 1| 2017 | . 69-110 | ISSN 0034-8066 | e-ISSN 2451-7321

P   A  P   C ...

Según su índice de heterogeneidad12  se observa que algunos pro-
gramas (SPL, CVA, FEP) han generado vínculos primordialmente con or-
ganizaciones del sector público (distintos niveles del Estado, universidades 
públicas, organismos descentralizados, etc) mientras que otros como el DCP 
han incorporado a la gestión de los proyectos a organizaciones de represen-
tación de empresas y emprendedores. No obstante, en todos los casos se 
destaca el rol que los agentes públicos tienen en la promoción de este tipo 
de proyectos.

-Solapamientos: la fi gura revela además que existen solapamientos 
entre las redes provocada en general por la capacidad de algunas organiza-
ciones para elaborar y ejecutar proyectos de diversas instituciones (como 
sucede con algunos gobiernos municipales u organizaciones de productores) 
o bien por su capacidad para brindar asistencia técnica en terreno (como 
ocurre con el INTA o las Universidades públicas). Como lo señala uno de 
los funcionarios entrevistados: “por sus semejanzas en algún punto a veces 
los programas compiten entre sí en los territorios y esto se da a partir de 
competir por las organizaciones que tienen buenos resultados territoria-
les…en la mayor parte de los casos estas organizaciones claves de cada 
territorio son las mismas desde hace años”.

Por otro lado, la proximidad entre las redes institucionales que emana 
de estos solapamientos revelan las semejanzas en las estrategias selectivas 
de los programas: por ejemplo, la cercanía entre el PSA y el PDCP a partir 
del trabajo con cadenas rurales o la particularidad del FEP de articularse 
tanto con proyectos con énfasis en aspectos “sociales” y “económicos”.

Vale la pena mencionar aquí que por diversas razones, buena parte 
de los proyectos promovidos por organismos nacionales ejecutados en la 
provincia de Córdoba han sido realizados en el marco de relaciones directas 
entre el nivel nacional y el local, sin considerar las instancias provinciales. 
Si bien excede a este análisis profundizar en las causas de esta situación, es 
posible señalar que las limitaciones en el diseño de una estrategia multiesca-
lar e interpenetrada (Fernández et al, 2008), sumada a la compleja estructura 
político-administrativa provincial (con más de 400 municipios y comunas) 

12. El índice de heterogeneidad de Blaug se expresa en valores de 0 a 1, donde 1 es el mayor nivel 
de heterogeneidad, a partir de la proporción que cada tipología ocupa en la cantidad de lazos 
desarrollados.
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ha generado difi cultades para que pudieran surgir y ejecutarse proyectos de 
mayor impacto a nivel micro-regional. 

Por cierto, la participación de distintas instituciones en los proyectos 
no depende solamente de los ejecutores de los programas. La articulación 
en este nivel es extremadamente dependiente de la trama institucional exis-
tente en el territorio (su densidad, fortaleza, tipo de lazos y su visión del 
desarrollo del territorio) y con la escala de los proyectos. En cualquier caso, 
el análisis de los programas indica que en la mayor parte de los territorios 
muchas de estas instituciones fueron sólo incorporadas como proveedores y 
no participaron, por ejemplo, en el proceso de diseño de los proyectos. 

Debe considerarse además que existen factores que limitan u obsta-
culizan la participación institucional, relacionados con el horizonte tempo-
ral de los proyectos y programas. La generación y sostenimiento de espacios 
de articulación conlleva numerosos costos para los participantes, entre los 
cuales se deben incluir los derivados de realizar ajustes normativos, modi-
fi caciones culturales y resoluciones de confl ictos. Estos costos resultan una 
barrera de entrada muy elevada para participar en un único proyecto, y en 
algunos casos resultan imposibles de sortear en el corto plazo. Por ello, en 
algunos estudios de evaluación los análisis revelan que es poco probable 
que puedan generarse vínculos relevantes a partir de un programa de corto 
plazo (Matta, 2012).

Finalmente, según lo referido por los propios actores, pese a que se 
ha dado una evolución de los programas encaminada a permitir una mayor 
vinculación con las organizaciones del territorio y particularmente con los 
destinatarios, si estas reformas no son lo sufi cientemente institucionaliza-
das quedarán libradas a la existencia de precondiciones en los territorios 
y al voluntarismo de los individuos que conforman tanto a los organismos 
ejecutores de los programas como a las organizaciones territoriales. Esto 
genera no sólo una gran heterogeneidad de situaciones y resultados sino que 
debilita su sostenibilidad, ya que estas instancias quedan a merced de la alta 
rotación de funcionarios y referentes institucionales o a su constancia en el 
sostenimiento de esta estrategia de articulación.

Justamente sobre la cuestión de la sostenibilidad, la experiencia 
relevada señala que la presencia de instituciones ajenas al Estado coope-
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ra con la sostenibilidad de los proyectos a nivel local, pero a nivel de los 
programas la situación se invierte: en general los programas que dependen 
de fi nanciamiento de instituciones no estatales corren mayores riesgos de 
discontinuidad, y sólo subsisten si luego son asumidos por el Estado.

VIII. C  

Puede decirse que las políticas de articulación productiva, represen-
tan una evolución de los habituales programas estandarizados y sectoriales, 
ya que –basados en los supuestos de una nueva “comunidad epistémica”- 
implican complejizar su diseño y ejecución a partir de la territorialización, 
la cooperación y creación de redes e instituciones de gobernanza. 

En este artículo se han presentado algunos de los nudos problemá-
ticos y dimensiones críticas que han surgido luego de un largo período de 
experimentación en Argentina, orientándonos a extraer aprendizajes que 
alimenten este proceso evolutivo. Algunas de estas dimensiones, permiten 
comprender por qué estas políticas no se han generalizado o ampliado a 
pesar de que muchos confían en la bondad de sus fundamentos (Ferraro, 
2010).

Una primera observación refi ere justamente a la existencia de incon-
sistencias entre los supuestos, el diseño lógico y la ejecución. En numerosos 
casos la asociatividad sigue siendo un mecanismo de reducción de costos 
más que un objetivo a alcanzar y los territorios un mero telón de fondo 
donde operan las empresas e individuos y no el  nivel específi co donde los 
programas deben operar. A esto se agrega un recorte demasiado limitado 
de las problemáticas locales, sea de tipo social o económico (dependiendo 
generalmente de la especialización burocrática del ejecutor); una visión li-
mitada de las tramas y estructuras locales y de las heterogeneidades territo-
riales; y un proceso de autofocalización que benefi cia a aquellos territorios 
que cuentan con capacidades pre-existentes para lograr superar las barreras 
de acceso de tipo organizacional y administrativo (plazos, procedimientos, 
requisitos para la formulación, etc.) que presentan estas políticas.

Una mejora en la cobertura y accesibilidad de estas políticas depen-
de entonces de fortalecer las institucionalidades y subsistemas a nivel local, 
donde también se observan las mismas limitaciones ya citadas en la visión 
del territorio y de los procesos de creación de valor. 
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La consolidación de estas estrategias requiere además de un mayor 
horizonte temporal, así como de incrementar los recursos y competencias  
de los agentes que lo promueven. Es común observar que los procesos de 
mayor impacto y profundidad se interrumpen por  las presiones por el logro 
de resultados de corto plazo, por la escasa cantidad de equipos técnicos 
(muchas veces reducidas a esfuerzos individuales de funcionarios con dedi-
caciones part-time) o por las limitadas competencias de los agentes locales, 
entre los que no es fácil hallar capacidades para la articulación de saberes, 
personas e instituciones, para animar espacios multiactorales, tomar de-
cisiones a partir de modelos estratégicos y gestionar proyectos. Como lo 
señaló uno de los coordinadores de programa: “estas políticas requieren 
una sensibilidad especial para interpretar las heterogeneidades territoria-
les y para eso necesitas un equipo con una fl exibilidad que no se obtiene 
en la educación profesional universitaria sino que la provee la práctica y 
también la formación que en muchos casos se realiza dentro del programa”. 

El impacto y el logro de efectos a escala meso-económica, depende 
también de un aumento de la inversión o al menos de una mejor articulación 
con otras políticas complementarias. Ambos aspectos encuentran límites ya 
que este tipo de iniciativas ocupan un lugar marginal en las reparticiones 
públicas y la cultura institucional  atenta contra la posibilidad de generar 
articulaciones a nivel local. La construcción de políticas “desde abajo hacia 
arriba”, implicaría invertir la pirámide de distribución de recursos, de modo 
que los actores locales no sólo sean responsables de construir las políticas 
de producción y empleo sino que posean los medios adecuados para ello. 

Todos los aspectos antedichos se vinculan con la complejidad de las 
estructuras de cooperación empresarial que se promueven. Hemos observa-
do aquí que buena parte de los proyectos apoyados implican concentracio-
nes geográfi cas de empresas y no formas sistémicas complejas tales como 
sistemas productivos locales o redes de desarrollo territorial.  

Respecto a la gobernanza de los programas en sus distintos niveles, 
además de las debilidades institucionales ya mencionadas, existen difi culta-
des específi cas para institucionalizar y consolidar la participación local que 
requieren entre otros aspectos: generar formas organizacionales que permi-
tan mayor coordinación y efectividad en la participación; realizar acuerdos 
en los que se defi na con mayor claridad el rol del Estado, las empresas y la 



R   E   E  | V . LV| N° 1| 2017 | . 69-110 | ISSN 0034-8066 | e-ISSN 2451-7321

P   A  P   C ...

sociedad civil; y mejorar la sostenibilidad institucional y fi nanciera (los pro-
gramas dependientes del Tesoro Nacional dependen de los cambios de ciclo 
político y los fi nanciados por organismos multilaterales del plazo de los 
créditos o donaciones); y privilegiar aquellas políticas que generan mayor 
fortaleza de las instituciones y los espacios de articulación preexistentes.   

Todos estos aprendizajes señalados, emergen del meta-análisis 
realizado sobre una selección de programas relevantes a nivel provincial 
(varios de ellos también importantes a nivel nacional). Un avance respecto a 
este tipo de estudios dependería de que se  promueva con mayor frecuencia 
la realización de evaluaciones de impacto que hoy son escasos (Ferraro y 
Stumpo, 2010; Dini y Stumpo, 2011). Éstos deberían contar con un dise-
ño e indicadores apropiados para captar todos los aspectos y dimensiones 
señaladas a nivel meso económico y social (resultados institucionales, acu-
mulación de diversos capitales) y no solamente los resultados de las fi rmas 
individuales en términos de productividad o rentabilidad. 

Mejorar la coherencia interna de los programas, aumentar su fl exibi-
lidad respecto a la heterogeneidad territorial, incrementar su escala y la co-
bertura, generar estructuras más complejas y participativas y fortalecer las 
tramas institucionales y las capacidades locales son algunos de los desafíos 
que se deberán superar si se pretende que estas iniciativas logren un impacto 
efectivo en los procesos de desarrollo y particularmente, en aquellos que 
tienen como objeto la promoción de las micro y pequeñas empresas y de sus 
estructuras de cooperación. 
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